
 

 

Bogotá, D. C., 27 de abril de 2026 
 
Doctora 
Irene Vélez Torres 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
Ciudad 

Asunto:  Comentarios al Proyecto de Resolución «Por medio de la cual se reglamenta 
el artículo 12 de la Ley 2250 de 2022 respecto a la economía circular para el 
sector minero y se dictan otras disposiciones». 

Respetada doctora Vélez: 

De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales) se permite 
formular algunos comentarios sobre el articulado del Proyecto de Resolución «Por medio de 
la cual se reglamenta el artículo 12 de la Ley 2250 de 2022 respecto a la economía circular 
para el sector minero y se dictan otras disposiciones». 

1. RESUMEN EJECUTIVO  

1) El proyecto de resolución reglamenta el artículo 12 de la Ley 2250 de 2022 en 
materia de economía circular para el sector minero, estableciendo condiciones 
para el aprovechamiento secundario de residuos mineros y la restauración de 
áreas afectadas. No obstante, introduce disposiciones que pueden generar 
tensiones con el ordenamiento territorial y con las competencias de las entidades 
territoriales. 

2) Desde Asocapitales se considera que algunas disposiciones trasladan cargas 
operativas y riesgos a las entidades territoriales sin claridad en los límites de su 
participación, particularmente en la identificación de áreas, la gestión de residuos 
y la articulación con instrumentos de planificación territorial. 

3) Asimismo, se evidencian vacíos en la articulación con los instrumentos de 
ordenamiento territorial y en la definición de responsabilidades frente a la gestión 
de residuos mineros, lo que puede generar riesgos jurídicos, ambientales y 
operativos en la implementación de la medida. 

2. RIESGOS ASOCIADOS A LA IMPLEMENTACIÓN DE LA ECONOMÍA CIRCULAR PARA EL 
SECTOR MINERO 

El proyecto de resolución pretende desarrollar el marco regulatorio de economía circular en 
el sector minero, estableciendo disposiciones sobre el aprovechamiento secundario de 
residuos mineros y la intervención de áreas afectadas sin explotador identificado. No 
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obstante, su diseño normativo plantea riesgos relevantes en su articulación con el 
ordenamiento territorial y el sistema de competencias. 

En primer lugar, se identifica un riesgo estructural asociado a la posible interpretación de las 
disposiciones contenidas en la resolución como determinantes ambientales. En la medida en 
que el acto administrativo establece criterios, condiciones técnicas y localización de 
actividades de aprovechamiento y restauración, podría entenderse en la práctica como un 
instrumento que incide directamente en el uso del suelo. Esto genera una carga indirecta 
sobre las entidades territoriales, en tanto dichas disposiciones podrían terminar 
condicionando o limitando las decisiones de ordenamiento territorial sin haber sido 
incorporadas formalmente como determinantes conforme al marco de la Ley 388 de 1997. 
Esta situación puede producir tensiones en la aplicación de los Planes de Ordenamiento 
Territorial y en la jerarquía normativa de los instrumentos de planificación. 

En segundo lugar, el proyecto evidencia riesgos de superposición funcional entre el nivel 
nacional y territorial. Aunque la resolución regula aspectos técnicos del sector minero-
ambiental, sus efectos operativos recaen en el territorio, especialmente en lo relacionado 
con la localización de actividades, la gestión del suelo y la interacción con comunidades. Sin 
embargo, no se establecen mecanismos claros de coordinación o concurrencia que permitan 
armonizar estas disposiciones con la planeación territorial, lo que puede derivar en conflictos 
en la implementación de proyectos. 

En tercer lugar, la regulación introduce una lógica de implementación que depende de 
múltiples actores (autoridades ambientales, autoridad minera, terceros interesados), sin 
delimitar de manera suficiente los efectos territoriales de sus decisiones. Esto puede 
traducirse en escenarios donde las decisiones adoptadas en el marco del aprovechamiento 
o la restauración ambiental tengan impactos directos sobre el territorio, sin que exista una 
instancia clara de validación o articulación con las autoridades locales. 

Finalmente, se advierte que el proyecto de resolución no incorpora criterios de gradualidad 
ni reconoce las diferencias en capacidades institucionales entre territorios, lo que puede 
generar dificultades en la aplicación uniforme del modelo y aumentar el riesgo de conflictos 
de competencia, especialmente en municipios con menor capacidad técnica o alta presión 
sobre el uso del suelo. 

3. OBSERVACIONES FRENTE AL ARTICULADO 

En atención a lo expuesto, y con el propósito de realizar un análisis pormenorizado de las 
disposiciones contenidas en el proyecto de resolución, se presentan a continuación las 
observaciones técnicas y jurídicas específicas formuladas respecto de algunos artículos: 
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Disposición 
normativa 

Comentario 

Artículo 15 Desde Asocapitales se considera que existe el riesgo de que el 
«Certificado de Localización y Operación» sea interpretado como una 
habilitación automática para actividades industriales o mineras en zonas 
no aptas, dicho certificado no puede sustituir el POT ni las determinantes 
ambientales, ni puede expedirse en contravención de estos 
instrumentos. 

La resolución no puede ser el instrumento para establecer normas sobre 
uso del suelo, o limitaciones a través de la fijación de determinantes 
ambientales. Asimismo, la participación de las entidades territoriales 
debe garantizarse tanto en la formulación como en la aprobación, en 
cumplimiento del principio de concurrencia (artículo 27 de la Ley 1454 
de 2011).  

Por lo anterior, se sugiere ajustar el numeral 6 del artículo 15 para exigir 
certificación expresa de compatibilidad de uso del suelo. Igualmente, se 
sugiere adicionar un parágrafo a este artículo, que establezca que el 
Certificado de Localización y Operación no constituye permiso de uso del 
suelo, ni modifica las determinantes ambientales establecidas en los 
Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas (POMCA) u 
otros instrumentos de planificación territorial. En todo caso, la autoridad 
ambiental no podrá expedir el certificado de operación si el proyecto 
contraviene el POT municipal vigente y si su alcance no se ha definido 
garantizando el principio de concurrencia con las entidades territoriales.  

Artículo 18 El artículo establece que las autoridades ambientales actuarán con el 
«apoyo de los entes territoriales », lo cual resulta ambiguo. Este apoyo 
no puede implicar la destinación de recursos técnicos o financieros de 
los municipios para identificar oportunidades de aprovechamiento para 
terceros. Además, la identificación de áreas debe responder a criterios 
de priorización local definidos en el POT. En ese sentido, se requiere una 
articulación efectiva con las entidades territoriales, en cumplimiento de 
los artículos 209 y 311 de la Constitución. Se sugiere que con el fin de 
garantizar los principios de concurrencia y coordinación, la 
determinación de áreas cuente con concepto de la entidad territorial 
respecto a la compatibilidad del uso del suelo y que el apoyo se limite a 
información disponible, sin generar cargas adicionales. 
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Desde Asocapitales se sugiere la siguiente redacción para dicho artículo: 

«Para la determinación de las áreas objeto de restauración y 
reconformación, la autoridad ambiental deberá solicitar de manera 
previa un Concepto de Compatibilidad con el Uso del Suelo emitido 
por la entidad territorial competente. Dicho concepto tendrá como fin 
asegurar que las actividades de intervención y los métodos de 
aprovechamiento secundario propuestos por terceros se ajusten a las 
determinantes de ordenamiento local y a los proyectos de desarrollo 
previstos en el área Cualquier gasto adicional de supervisión o 
caracterización técnica en estas áreas deberá ser asumido por el 
tercero interesado en el aprovechamiento y no podrá imputarse a los 
recursos ordinarios de los municipios. ». 

Artículo 26 Este artículo permite que el titular minero se desligue de responsabilidad 
con la entrega del residuo, lo que implica un riesgo significativo. Si los 
residuos no están adecuadamente caracterizados, el municipio podría 
asumir un pasivo ambiental. Por consiguiente, la responsabilidad debe 
ser compartida entre generador, autoridades ambientales y entidad 
territorial hasta que el material sea incorporado de forma segura a un 
nuevo ciclo productivo.  

Adicionalmente, se requiere de un mecanismo de verificación 
independiente que garantice que los residuos no son peligrosos.  

Por último, desde Asocapitales se advierte que en las disposiciones del 
artículo 26 no se consideran las capacidades técnicas de las entidades 
territoriales, por lo que la medida carece de enfoque diferencial. 

4. CONCLUSIONES 

En conclusión, si bien el proyecto de resolución busca reglamentar el aprovechamiento de 
residuos mineros bajo un enfoque de economía circular, su diseño actual presenta riesgos 
relevantes en términos de articulación territorial, distribución de responsabilidades y gestión 
ambiental. En particular, la falta de claridad frente a la compatibilidad con los instrumentos 
de ordenamiento territorial, la posible transferencia de cargas y pasivos a las entidades 
territoriales y la ausencia de mecanismos de coordinación efectivos pueden afectar la 
viabilidad de su implementación. En este contexto, resulta necesario ajustar el alcance de la 
regulación, fortalecer la coordinación y concurrencia entre niveles de gobierno y garantizar 
la coherencia con los instrumentos de planificación territorial y ambiental. 

Una vez señalado lo anterior, se manifiesta que para Asocapitales es de suma importancia 
participar en el trámite de los proyectos de resolución en los cuales estén involucrados los 
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intereses de nuestros asociados: las ciudades capitales y sus habitantes. Por tal razón, 
quisiéramos agradecerle la oportunidad de compartir nuestras apreciaciones sobre este 
importante proyecto. Estaremos atentos a cualquier inquietud adicional que surja de este 
proceso. 

Cordialmente, 
 
 
 
Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 
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